MOVIMIENTO

10 de junio de 2006

*ACTA de CONSTITUCIÓN

*CATASTROFE de la DEMOCRACIA REPRESENTATIVA o PREMISAS de la DEMOCRACIA PARTICIPATIVA DIRECTA

*BASES PARA UN PROYECTO POLÍTICO

ACTA de CONSTITUCIÓN

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 10 días del mes de junio de 2006 en Avenida Rivadavia 6784 Hugo Bandini y Osvaldo Vicente Buscaya de nacionalidad Argentina, residentes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, constituyen un MOVIMIENTO no partidario, plural y participativo congregando a todos aquellos que compartan las premisas de la democracia participativa directa y los objetivos aquí declarados. El MOVIMIENTO estará por afuera y arriba de toda estructura partidaria, dogmas y verticalismo. En la pluralidad es legítimo que alguien pretenda conformar un partido político o lo que se le asimile, pero el MOVIMIENTO del que formamos parte no será utilizado para que nos transformemos en un partido político. Cualquier corriente política puede relacionarse con nuestro MOVIMIENTO, adhiriéndose a nuestras premisas de la democracia participativa directa. En el caso de que un partido vigente o a conformar se adhiera estrictamente a nuestras premisas de la democracia participativa directa no debe pasar de ese nivel. Para el ciudadano común, no partícipe de la Vieja Política el vincularse con el tema de la cosa pública, podría ser el percibirlo como contradictorio, pero si logramos subsumirlo en el sector de nuestra conciencia que se ubica en no tener prejuicio en el marco de nuestra libertad, nos podemos permitir experimentar en ésta novel situación aquello que hoy nos compromete e interesa en la cosa pública y en la razón de Estado. Como ciudadanos sin poseer apetitos insaciables pero sin eludir lo que los tiempos nos imponen, nos encuentra preparados para esto pero también para alejarnos sin que nos afecte. Esto es lo que denominamos “La nueva Política” y seríamos los que no estamos expuestos a la observación ciudadana, el de pertenecer a “La Vieja Política”, los que no merecemos perder ese capital ciudadano. La rigidez mental sobre las ideas es el campo propicio para que nada cambie. En política es estar simultáneamente primero; receptivo a todas las demandas, lo que requiere preparación y entrenamiento constante, y segundo; siendo la política la continuación de la guerra eterna, entre quienes integran lo social, éste tiempo de la civilización exige imponer el disuadir. Disuasión es aquello que nos permite trasladar al terreno de la confrontación la discusión. Acá entramos en el lenguaje, lo que hace la diferencia con las otras especies que se “comunican” alejadas de la simbolización. Lo grave es discriminar lo que vale en aras, de la falacia, de equilibrar para abajo. Donde quienes tienen condiciones son, precisamente, las discriminadas/os que se deben someter a los arribistas que esgrimen la igualdad para justificar, en los hechos, el feudalismo. El Estado no contempla contemporáneamente, para una adecuada gestión, a los iluminados de antaño. Lo esencial es la participación y ¿que sería la participación? justamente el mutuo respeto de los integrantes de un grupo, asamblea, etc. y la comunidad en su totalidad, del individuo, de la persona, del libre juego y exposición de sus acciones como de su pensamiento, auto convocándose con el fin de garantizarse, justamente, lo precedente. En la participación somos parte (parti) de una acción (cipación) pero como individuos, donde se debe destacar la acción personal que refuerza la cohesión participativa. Sino actuaríamos como masa y ¿que es una masa? justamente una sustancia informe donde se ahoga la personalidad y al individuo para manipularlo, y someterlo. No sería ocioso y merecería el debate que corresponde---incluso con quienes pretenden imponer “la Vieja Política”---, como individuo, como persona en el libre juego y exposición de sus acciones como de su pensamiento, lo que debemos garantizarle en esto, que nos tiene como participantes e interesados en la cosa pública y la gestión administrativa del Estado. Creemos que la finalidad participativa directa está en buena dirección pero es nuestro punto de vista pretender que todos nos integremos en un Movimiento, sin excepción, asambleas, ONG, asociaciones, corrientes y partidos políticos, etc. Movimiento que con modestia y prudencia consideramos como propuesta y en marcha. La existencia de 2001/2002, es ya patrimonio adquirido de la ciudadanía que formaría lo sustancial de la democracia participativa directa. Finalidad del bienestar común.
“Catástrofe de la democracia representativa o premisas de la democracia participativa directa”

Primera Premisa

“La democracia participativa, artículo 1º de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no es una nueva figura para el eterno manejo de la democracia representativa. Ahora bien, es cierto que en la aplicación de la Constitución y en el trayecto de la participación directa, es prioritaria la clausura de la actual representación delegativa”.

Segunda Premisa

“El rigor de la participación directa destituye y desautoriza la creencia que entiende y posibilita la representación como un poder delegado al mandatario electo. El campo en el que se interna la participación directa es desde su inicio un campo polémico, espacio heterogéneo de un conflicto de intereses, lo cual requiere una intervención estratégica y singular”. 

Tercera Premisa

“En cualquier caso, hay que tener en cuenta que la tentativa de hacer aparecer la condición participativa directa, no puede dejar de enfrentarse a una resistencia sistemática y compleja por parte de la corporación política representativa. Resistencia a la estrategia de revelación del fondo dinámico de la participación directa”. 

Cuarta Premisa

“Resistencia a lo que la política representativa siente como una “invasión” a todo el juego del poder. Invasión general, insoportable e impensable para la democracia representativa, que aparece resistiendo cerradamente a que la participación directa restrinja lo que el poder político considera su herramienta de control de la gestión”.

Quinta Premisa

“Esta reflexión debe al menos sugerirnos hasta que punto está firmemente arraigada, en la estructura representativa corporativa, la resistencia a la democracia participativa directa en la cual el mandante (pueblo), otorga mandatos específicos y no generales a los mandatarios electos para así, ser representado efectivamente”.
Buenos Aires

20-06-06

Por Ing. Osvaldo V. Buscaya el 16-02-06

Con revisión y agregados del Ing. Reinaldo Urcola el 20-06-06

BASES PARA UN PROYECTO POLÍTICO

Las BASES PARA UN PROYECTO POLITICO han sido realizadas por ciudadanas/os de las asambleas de Buenos Aires durante los años 2002—2003. Varios de sus puntos hacen parte de nuestra Constitución, otros integran la Declaración de los Derechos Humanos o el Estatuto de la Minoridad y la Adolescencia, pero son citados aquí pues nuestros gobernantes han dejado de tenerlos en cuenta y tales principios deben ser renovados en la conciencia colectiva. Esta actividad política de pensar el mundo que queremos, como dice Ana Esther Ceceña (economista mexicana), “es algo muy difícil, que tenemos que ir haciendo juntos porque es necesariamente un mundo colectivo, que se construye y se modifica a si mismo con la diversidad. Reconociéndonos, peleando por algunas de estas cosas inmediatas, nos vamos haciendo distintos mutuamente y vamos cambiando esta idea del mundo ideal que estamos construyendo, que es abstracto pero es concreto en la lucha que damos en el día a día, en nuestra conquista de hoy”. O como dice Rozitchener: “Sí queremos un país distinto, lo tenemos que hacer nosotros. No sirve el juego de la denuncia si no está acompañado por la acción y la participación”.
Tu opinión es muy importante para todos. Participa en el debate.
 Ing. Reinaldo Urcola Bs. As. (Enero de 2003)
Ámbito General:

1-      El Estado debe ser repensado desde el punto de vista de los derechos humanos. Esto significa que los actos de gobierno deben verse a través de esta óptica. Un ministro de economía no esta solamente para cuidar de las finanzas, él debe considerar que el destinatario de su tarea es el hombre y su bienestar. El Estado debe actuar activamente al servicio del hombre; promover y fomentar políticas de inclusión social; ser justo y garantizar la igualdad de oportunidades.

2-      El Estado debe ser activamente responsable de que los argentinos tengan atendidas sus necesidades de trabajo, alimentación, vivienda digna, educación, cultura, comunicación y de atención médica, así como de que sean respetados los derechos a la vida, a la propiedad, a la libertad democrática y a la seguridad jurídica. La prioridad del Estado es atender las necesidades de la población y garantizar la distribución equitativa del ingreso y la riqueza.

3-      Se impone la necesidad inmediata y efectiva de generar un nuevo contrato social, que revalorice la función del estado solidario (comprometido con la comunidad) y subsidiario en el estricto sentido de ayuda extraordinaria (no prebendario pero tampoco desertor de sus deberes). La Reforma Constitucional debe ser el punto de partida del nuevo contrato social que permita edificar otro proyecto de país, en una convocatoria amplia y democrática.

4-      Aumentar la participación democrática de los ciudadanos en la política de estado sea cual sea el ámbito (salud, educación, economía, organización del trabajo), para que la mayoría del pueblo tenga la capacidad de decidir en qué sociedad quiere vivir, mediante consulta (p.e. Plebiscito Nacional, delegados de comunas) en el caso de las decisiones importantes y descentralizando, generando polos abiertos de discusión regional para priorizar y resolver los problemas locales. Deberán existir mecanismos que eviten que se repita que la “delegación de la representatividad” se convierta en “suplantación” y ello nos conduzca a otra crisis de representación. El pueblo argentino no puede ser expulsado de la toma de decisiones ni del campo del ejercicio de la política. Como mecanismos de autogestión integral a aplicar, tendríamos: la revocabilidad de los mandatos y la organización comunal eligiendo y alternando sus representantes de acuerdo con los temas a tratar.

5-      Presentar transparencia en cada uno de los actos de gobierno, de modo que los ciudadanos puedan tener participación activa en el lineamiento de las políticas básicas, permitir el control de la recaudación fiscal y en el uso de los recursos (Presupuesto Participativo) y asegurar la profesionalidad eficiente y competitiva de la gestión.

6-      La administración de los recursos públicos debe estar fundamentada en la optimización del uso de los mismos y en la ética, eliminando privilegios, luchando contra la “natural” cultura de la corrupción y la impunidad estructural con mecanismos eficientes.

7-      El Estado debe ser el principal defensor de la Soberanía Nacional y evidenciarlo en todas las decisiones que involucren compromisos con otros países. En el escenario internacional, la diplomacia Argentina deberá actuar con plena conciencia de nuestras limitaciones y prioridades, evitando repetir alineamientos que puedan resultar lesivos para los intereses nacionales.

8-      Desde el Estado debe fomentarse a las ONG’s (Organizaciones no Gubernamentales) de defensa de los derechos humanos, como factores de contención de las víctimas y recepción de denuncias por vulneración o menoscabo de esos derechos, en este último caso incluimos también a las asambleas barriales.

9-      Respetar la división de poderes como garantía de la democracia.

10-  Reinstaurar la justicia, no solo desde la legalidad sino desde la legitimidad (derecho a la propiedad vs. Derecho a la vida). Establecer una Corte Suprema con participación democrática.

11-  La Justicia debe permitir el acceso rápido del ciudadano a la misma, ser eficiente y contar con métodos alternativos de solución de disputas, como los tribunales de pequeñas causas y la mediación.

12-  Debe revocarse el régimen de impunidad de las leyes de Obediencia Debida, Indulto y Punto Final. Argentina debe dejar de transitar de contramano con el mundo en temas de derechos humanos y enjuiciar y castigar a los culpables.

13-  Se debe generar un proyecto donde el Estado Nacional y las provincias se complementen perfectamente en sus funciones, no dupliquen tareas y respeten sus roles y competencias, eliminando estructuras burocráticas y redefiniendo la función de los ministerios. Es decir un modelo donde: 1) se planifique a nivel nacional teniendo en cuenta las prioridades definidas por la comunidad; 2) se coordine y controle a nivel provincial; 3) se ejecute a nivel departamental considerando la disponibilidad regional, sin caer en el “feudalismo local”.

14-  Implementar la transferencia de recursos de las provincias más ricas a las más pobres, en el marco de una estrategia de crecimiento y desarrollo para todo el territorio nacional.

15-  Fortalecer la alianza del MERCOSUR conformando un Bloque Regional Estratégico en América del Sur, no apenas en su faz económica y monetaria sino también en los aspectos culturales, académicos y en el respeto a los derechos humanos en los países que lo constituyen. Solamente en el marco de la regionalización ganaremos autonomía.

16-  Establecer una Política de Seguridad fundamentada en los siguientes puntos: generar nuevos puestos de trabajo; aumentar los ingresos de las personas (ver “ECONOMIA”); mejorar los sistemas de enseñanza; integrar los menores marginados; valorar las normas y dispositivos indispensables para desalentar y penalizar más duramente al delito y a las infracciones; depurar y profesionalizar las fuerzas policiales además de mejorar sus salarios desestimulando la actual corrupción de estos organismos; mayor integración policía-comunidad; campañas de educación vial y verificación del parque automotor.

17-  Respetar el derecho a la manifestación pacífica de la voluntad y de las ideas populares, sin represión.

18-  Exigir que los comisarios tengan formación en derecho e instrumentar su elección y baja por medio de una Junta Vecinal.
19-  Capacitar a las organizaciones territoriales de trabajadores, de modo a que puedan administrar la distribución del excedente y habilitarlas a fortalecer el control de la sociedad sobre el comportamiento de las políticas socio/económicas adoptadas, la administración de los recursos públicos y la prestación de servicios.

Economía:
1-      Defender la industria nacional, preservando fuentes de trabajo, ayudándola a modernizarse a través de la incorporación de nuevas tecnologías y a desarrollarse competitivamente. El Estado debe ser responsable y capaz de regular la economía eficientemente desde el punto de vista social.

2-      Incentivar la producción local de bienes y servicios importables y exportables dando prioridad a las que usen mano de obra intensiva, exijan de poco capital y minimicen las importaciones.

3-      Dar prioridad a los acuerdos del Mercosur antes que a otros tratados internacionales en el marco de la planificación tecnológica-productiva común a los países que lo componen.

4-      No al ALCA.

5-      Renegociar los contratos de privatización de las empresas prestadoras de servicios (energía, gas, telefonía, peajes, ...), reviendo su duración, mejorando los controles (con participación del Estado, los trabajadores y los usuarios, organizados en comisiones comunales) y poderes de los entes reguladores dotándolos de independencia y autarquía plena; y exigiendo el cumplimiento de los contratos a todas las empresas privatizadas, en particular los cronogramas de inversiones; controlando la calidad de los servicios prestados y la aplicación de la tarifa social en la prestación de los servicios, en las zonas menos pobladas y hacia los sectores de menores ingresos.

6-      Enjuiciamiento de los funcionarios de los actuales Entes Reguladores.

7-      Socialización de Aguas Argentinas y todo el servicio de agua potable y cloacas. Declarar de interés estratégico el acceso al agua potable para todos los habitantes del país. Implantar una tarifa que castigue el derroche de agua.

8-      El trabajo debe ser la base real del sustento de los ciudadanos a través de un salario justo que le permita al trabajador atender a sus necesidades, por ello es necesario redefinir el perfil productivo sobre la base de priorizar la creación de empleo. El salario mínimo debería tener dos componentes: el piso definido por el nivel de indigencia y el salario familia complementado por el Estado equivalente al nivel de la pobreza.

9-      Referenciar las remuneraciones del aparato estatal con el salario mínimo, eliminando los “gastos de representación” y limitando los “viáticos” a un porcentaje de la remuneración.

10-  Reestructurar el INDEC de manera a garantizar la objetividad de los índices por la participación de los usuarios y de los organismos de defensa al consumidor.

11-  Renegociar la deuda externa al estilo de Malasia, en base a la corresponsabilidad que organismos como el FMI tienen sobre nuestra crisis por exigir que adoptemos y sigamos sus modelos económicos fracasados, como condición para otorgarnos prestamos. El país descendió a los actuales niveles políticos, económicos y sociales por aplicar a rajatabla las estrategias de estos organismos. El FMI dio su apoyo a la Convertibilidad, un sistema hoy ampliamente reconocido como uno de los grandes culpables de nuestro colapso económico. Al renegociar la deuda, el gobierno argentino debe considerar antes si las condiciones exigidas por los bancos internacionales son perjudiciales para el país, como ocurrió con los acuerdos anteriores y defender nuestra soberanía. Antes de saldarse la deuda externa, debe saldarse la deuda social interna.
12-  Colocar barreras a la fuga de capitales y a las transferencias para el exterior. Imponer niveles mínimos de utilidades que deban reinvertirse en el país y del “compre nacional”; controlar la sobrefacturación de importaciones y la subvaluación de exportaciones. Control estatal del comercio exterior; fortalecimiento de los controles aduaneros y de la auditoria sobre este ente.

13-  Argentina debe replantearse sus vínculos con los organismos financieros internacionales y avanzar en la demanda colectiva latinoamericana promovida por Italia delante de la Corte Internacional de la Haya, por la que se denuncian como contrarias al Derecho Internacional las condiciones exigidas por estos organismos, rechazando las deudas ilegítimas y opresoras.

14-  Implantar la reforma tributaria en el sentido de hacer más justa la distribución de la riqueza. De modo que efectivamente quienes ganan y/o poseen más, contribuyan con un porcentaje creciente, permitiendo el correlativo aumento del gasto público social. Eliminar las exenciones impositivas vigentes para los conglomerados, manteniéndolas en aquellas actividades con fines sociales (cooperativas, asociaciones civiles, fundaciones, etc.). Eliminar el IVA en los alimentos incluidos en un esquema de demanda nutricional básica.

15-  Perfeccionar los controles sobre la contribución debida, principalmente de las entidades financieras y grandes empresas, responsables en la actualidad por más del 70% de la evasión impositiva.

16-  Estimular las inversiones y reinversiones productivas y no las especulativas en pro de la reindustrialización del país y elevar el grado de utilización de la capacidad instalada, pero sobre el principio de la rentabilidad relativa de la economía local, redefinida sobre nuevas prioridades sociales. Desgravar las ganancias empresarias reinvertidas en el negocio. Desestimular las inversiones con tendencia importadora. Gravar la renta financiera, la valorización accionaría y la tenencia especulativa de moneda extranjera.

17-  Incluir el combate a la evasión como estrategia de gobierno. Solicitar en el exterior, información bancaria de activos y situación fiscal de residentes argentinos. Estimase que el fisco argentino ha acumulado en la última década una acreencia en concepto de evasión impositiva exigible, de U$S 22.000 millones hoy depositados en países “seguros”.

18-  Recuperar y preservar la gestión y regulación de los recursos primarios no renovables, en particular los hidrocarburos, ya que son patrimonio de la Nación. 

19-  Transformar la estructura productiva, de modo que las exportaciones incorporen progresivamente productos con mayor valor agregado (p.e. aceite en lugar de granos, zapatos en vez de cuero, laminados de acero en lugar de mineral, alimentos acabados en lugar de harinas, etc.) y priorizar los que generen mayores y mejores posibilidades de empleo. Los reembolsos deben ser función del grado de agregación de valor en cada unidad productiva y con el compromiso de abastecer primero el mercado interno, segundo el MERCOSUR y recién en tercer término las otras regiones.

20-  Crear una red nacional (público-privada) de apoyo al microemprendedor y a la formación de cooperativas, para mejoría de procesos y productos, capacitación y desarrollo de mercados y dando asistencia técnica durante la operación. Esta red deberá coordinar presupuestos específicos de la Fundación Exportar, INTA, INTI, programas Pymes, SENASA, UTN, Universidades, entre otros.

21-  Desarrollar planes colectivos de intercambios productivos y comerciales comunales, como resistencia a los monopolios y a los especuladores.

22-  Tarifas públicas diferenciadas (inclusive en el transporte), para estudiantes y jubilados.

23-  Estimular el turismo en todo el país como fuente de divisas y de compre nacional.

24-  Proteger la banca nacional y evitar la extranjerización de la aún existente. Estimular la nacionalización de la banca extranjera. Fomentar la banca social y cooperativa a través de regulaciones tales como: redescuentos, política de encajes, subsidios de tasas para Pymes (en particular para la adquisición de bienes de capital),... Los subsidios deben ser transparentes, por unidades productivas y por el tiempo de maduración correspondiente a cada una.

25-  Mejorar el control estatal de la banca, reemplazando la Ley de Entidades Financieras (21.526) por una nueva que reconozca el carácter de servicio público de la actividad financiera y su importancia en el desarrollo de la economía. Financiamiento de la banca estatal con autonomía respecto al comportamiento de los flujos financieros transnacionales.

26-  Dar prioridad en la Reforma Agraria, a la expropiación sin pago indemnizatorio, de las propiedades improductivas en manos de extranjeros. Dar soporte técnico a la formación de cooperativas agropecuarias, adecuar las actividades y la comercialización de la producción en áreas de implantación de colonos en el plan de Reforma Agraria, para garantizar su autosustentabilidad

27-  Desestimular el consumo suntuario.

28-  Estricto control del cambio y de la oferta de divisas.

29-  Reactivar la obra pública mediante, p.e.: a) la construcción de viviendas populares y apoyando a la formación de cooperativas para construcción de viviendas con materiales cedidos por el Estado y organizadas por las universidades.; b) la construcción vial; c) obras para el control de inundaciones.
30-  Aumentar y mejor la oferta de servicios públicos: a) salud; b) educación. Esto disminuiría la  fuga de profesionales hacia otras áreas además de mejorar la calidad de vida de la población. 

31-  Impedir las prácticas mono y oligopólicas. Cohibir los abusos de poder de las corporaciones (cerealeros, Colegios de Escribanos, Abogados, etc.) inclusive de los sindicatos de trabajadores que las defienden.

32-  Establecer mecanismos de regulación para proteger el precio de los pequeños productores de las bruscas oscilaciones del mercado internacional.

33-  Asegurar el abastecimiento de la familia o de la comunidad con su propio trabajo (autoabastecimiento alimenticio), transfiriendo tecnología, herramientas, capacitando a los actores y organizándolos de acuerdo a las condiciones de cada lugar tanto en lo referente a la dieta como a la producción.

34-  Dar soporte técnico y material a la formación de cooperativas para reciclado de desperdicios urbanos, con cesión de espacios en los lugares de deposición, para separación y compactado de metales, vidrios y papeles.

35-  Efectuar relevamiento de las empresas que cesaron sus actividades en los últimos cinco años para verificar la viabilidad económica de su reapertura en manos de los antiguos empleados, en vista a la nueva realidad del mercado. Auxiliar técnicamente y con préstamos con tasas subsidiadas y exención de impuestos.

Salud y Seguridad Social:

1-      Implantar un Salario Mínimo y un Seguro Desempleo que dignifiquen al beneficiario garantizando un ingreso mínimo que atienda sus necesidades. Este instrumento intervendrá en el mercado laboral fijando las condiciones que nivelen hacia arriba el salario de los ocupados, además de reducir el actual subconsumo de los desocupados o subempleados generando aumento de la demanda efectiva.

2-      Si el Estado no puede garantizar empleo suficiente y salarios dignos, tiene la obligación de brindar una amplia cobertura asistencial a su población. En el nuevo Sistema de Seguridad Social público, debe primar el objetivo de lograr la cobertura universal.

3-      Este servicio social universal debe ser financiado por aportes mixtos tanto de la relación laboral como de recursos fiscales. Esto quiere decir que en el Presupuesto Nacional deben estar asignados, específica y claramente, los fondos necesarios a todos los programas de asistencia social.

4-      La participación de la actividad privada en órganos de la Seguridad Social debe ser complementaria e integrada al sistema de obras sociales, ya que la administración de dicho sistema es facultad del Estado. La gestión estatal es irremplazable a la hora de encarar planes sociales efectivos y es el Estado quien debe asignar las tareas asistenciales a personal idóneo (agentes sociales, sanitarios, educativos, administrativos), y en el caso de faltar, proveer la capacitación acelerada de los mismos. Socialización de las AFJP.

5-      Es fundamental incorporar sistemáticamente a las múltiples organizaciones de la sociedad civil que ya ofrecen asistencia, a las tareas de distribuir alimentos, organizar comedores, efectuar controles sanitarios, desarrollar trabajos comunitarios (huertas colectivas, panaderías comunitárias, fábricas de bloques, recuperación de materiales reciclables, etc...).

6-      Teniendo en cuenta el envejecimiento de la población y la mayor expectativa de vida, deben instrumentarse políticas que permitan la construcción de una sociedad para todas las edades, salvaguardando el papel de la tercera edad y permitiendo su participación a todos los niveles.

7-      La Salud es parte integrante de la Seguridad Social y de las políticas sociales por ser un bien social y su preservación, es obligación indelegable del Estado.
8-      Elaborar un Programa Nacional de Atención a la Salud respetando las particularidades regionales y sanitarias de cada provincia. Este Plan Nacional debe centrarse en el hombre y sus necesidades para desarrollarse socialmente, debemos llevar la atención al lugar donde vive trabaja y se enferma la gente. Su definición debe centralizarse; en cambio su ejecución operativa debe contemplar la necesaria descentralización.

9-      Deberá ser priorizada la atención a las madres y a los niños en situación de riesgo. Para ello se desarrollarán programas tendientes a disminuir la mortalidad materno-infantil.

10-  El sistema de gestión de la salud debe incorporar conceptos de nueva gestión hospitalaria por procesos y buscar su continua mejoría, donde los protagonistas sean los propios equipos de salud. Con este fin, se requiere generar una política de formación y capacitación permanente de los recursos humanos.

11-  La política de salud debe hacer uso de un mapa epidemiológico que será una referencia básica para los planes en el área en cuestión.

12-  Instrumentar, fomentar, potenciar, desarrollar, aprobar y regular la elaboración de Monodrogas (Medicamentos Genéricos) a partir de aquellos medicamentos con patentes vencidas o no (en el caso de epidemias), utilizándose de los recursos de los institutos de investigación, de las universidades y de los hospitales públicos.

13-  Reivindicar el rol del profesional farmacéutico en lo referente al asesoramiento terapéutico de medicamentos. También recomendar a través del Médico de Cabecera la preparación magistral en los casos que corresponda, como alternativa económica.

14-  Ampliar la cobertura de medicamentos del Plan Médicos de Cabecera, que no sólo sea para menores de 15 años, mayores de 65 y embarazadas hasta el primer mes del parto. Hacer extensiva la entrega de medicamentos a toda la población que se atienda en cualquier establecimiento del subsistema público.

15-  Implementar efectivamente el “Plan Remediar” que contempla la entrega de botiquines a los Centros de Salud de todo el país. 

16-  Promover el desarrollo de Redes de Asistencia de Salud Barriales tomando como soporte logístico los Centros de Salud Comunitaria de cada barrio en conexión con fundaciones, ONG’s, instituciones ecuménicas que puedan cubrir aspectos atencionales y distribución gratuita de medicamentos.

17-  Dar prioridad al combate al hambre y a la desnutrición infantil movilizando todos los recursos del Estado y de la sociedad, materiales y organizacionales. Resulta de vital importancia, garantizar que los recursos públicos lleguen efectivamente a sus destinatarios.

18-  Organizar la formación de Consejos Vecinales de Salud para facilitar la participación de los vecinos en la detección de las carencias locales, definición e implantación de las mejores soluciones.

19-  Las políticas sociales no deben ser apenas compensatorias del desastre, sino instrumentos de desarrollo.

20-  Reestatización de la actual jubilación privada y el restablecimiento del 82% móvil.

21-  Eliminar las jubilaciones de privilegio.

Educación:

1-      Deberán ser mantenidos sistemas de formación profesional, que junto con las restantes políticas de estado le garanticen a los ciudadanos en el futuro, un trabajo productivo. Por ejemplo, definir entre autoridades del gobierno, empresarios, universidades y especialistas, los perfiles de empleabilidad necesarios para enfrentar el mundo del siglo XXI.

2-      Es necesario impulsar la educación en derechos humanos en todos los niveles de la enseñanza, como un postulado que garantice su cumplimiento. Esa educación no debe ser realizada exclusivamente desde una perspectiva curricular, sino tener un contenido transversal en todo el espectro educativo utilizándose de todos los medios de difusión disponibles. El propósito es que la educación contribuya al desarrollo integral de las personas para que sean libres, con igualdad de derechos y dignidad, y aprender a vivir juntos y ser solidarios.

3-      El Estado debe asegurar la educación pública gratuita cuantitativa y cualitativamente, la cultura, el conocimiento y el libre acceso a la tecnología para todos. Para ello se hace necesario aumentar el presupuesto de la educación, hoy uno de los menores % del PBI si comparamos internacionalmente y acordar bases sólidas aprobando medidas legislativas a nivel nacional, para garantizar el mantenimiento de los planes educacionales en los tránsitos y cambios de gestión política.

4-      Para combatir el trabajo infantil y mejorar el índice de asistencia de los menores a la escuela, además de implantar en todas las escuelas públicas los programas de merienda escolar y leche en polvo, en aquellos hogares más carentes será desarrollado el programa de “ayuda escolar”, con la obligación por parte de los padres de mantener los menores en la escuela y hacerles cumplir con los controles sanitarios.

5-      Garantizar un mínimo de 12 años de escolaridad que brinden un nivel de educación adecuado para insertarse en el mercado laboral.

6-      Permitir que las regiones más alejadas de los grandes centros urbanos, tengan acceso a la constante actualización de los programas educativos por medio de comunicación vía satélite (Programas de TV Educativa y archivos de datos digitalizados).

7-      Aumentar el salario de los docentes y así exigir adecuada especialización, inclusive para atender a las regiones más alejadas.

8-      Desarrollar la cooperación entre los países latinoamericanos, en especial los del MERCOSUR, para aprovechar las mejores experiencias educativas de cada nación.

9-      Priorizar el proceso de alfabetización, para que el analfabetismo desaparezca en los próximos 10 años.

10-  Incrementar en los programas educacionales la atención a la infancia de cero a seis años.

11-  Los planes educacionales deben reconocer la diversidad y afianzar los valores de la lengua materna, la cultura, la historia, la literatura, la identidad nacional y propiciar el desarrollo de los pueblos indígenas. Debemos defender nuestro carácter y nuestras comunidades contra una cultura comercial que es al mismo tiempo expresión de nuestra libertad y una amenaza a ella.

12-  Las escuelas deben ser formadoras de individuos, que puedan gobernarse bien porque han aprendido qué se debe cambiar en el presente y qué se debe preservar del pasado.

13-  Incluir en el currículo escolar obligatorio la educación ambiental y la informática.

14-  Recuperar la capacidad científica y tecnológica e incubar empresas de base tecnológica. El desarrollo en C y T es una herramienta estratégica en el crecimiento del país, lo cual exige la implementación de una verdadera Política de Estado en C y T que tenga como eje la solución de las diferentes demandas sociales.
PAGE  
1

